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40.469
Andrés Felipe Pinto Palomino.

CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN C
Consejero Ponente: ENRIQUE GIL BOTERO

Bogotá D.C., veinticinco (25) de mayo de dos mil once (2011)
Radicación número:
25000-23-26-000-2010-00601-01 (40.469)
Actor:


Andrés Felipe Pinto Palomino. 
Demandado:
Nación – Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, DAS-.
Referencia:
Acción de reparación directa.
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra el auto proferido el 21 de octubre de 2010 por la Subsección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el que se rechazó la demanda por caducidad de la acción.

I. ANTECEDENTES 

1. El 27 de agosto de 2010, Andrés Felipe Pinto Palomino, actuando a través de apoderado judicial, presentó demanda contra la Nación – Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, DAS-, con el fin de que se les declarara patrimonialmente responsables por los perjuicios causados con el acto terrorista del que fue víctima cuando era un niño, en hechos ocurridos el 15 de abril de 1993, en el Centro Comercial de la 93 de Bogotá D.C.
En consecuencia, solicitó que se condenara a los demandados a pagar, por concepto de perjuicios morales, 250 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, 1000 salarios mínimos legales mensuales vigentes y así mismo, por daño a la vida de relación, 250 SMLMV.

En apoyatura de sus pretensiones, el actor narró lo siguiente:

“(…) Descendiendo, al caso planteado en la presente solicitud de conciliación prejudicial, es claro que existe un daño antijurídico ocasionado al demandante, como consecuencia del carro bomba que estalló en la calle 93 con carrera 15. ANDRÉS FELIPE no estaba en la obligación jurídica de soportarlo y debe ser imputado a las entidades demandadas a título de “una falla del servicio” por el funcionamiento anormal del servicio. (…)”
Asimismo, el actor consideró que la acción era oportuna, esto es, no había caducado, como quiera que los mecanismos para obtener reparación de daños y perjuicios provenientes de delitos de lesa humanidad, violatorias de los derechos humanos, no prescriben ni caducan. Además, señaló, que si se llegara a tener en cuenta la norma de caducidad, el computo del término debía iniciarse una vez llegara a la mayoría de edad, como quiera que no se le puede exigir la interposición de acciones de ninguna índole a un infante de 2 años.   
2. El 21 de octubre de 2010, la Subsección A de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, rechazó la demanda por caducidad de la acción, al considerar que la calificación del hecho como atentado terrorista resulta de compleja determinación, dada la multiplicidad de significados de las palabras atentado, terrorismo y acto terrorista. Aunado a lo anterior, el Tribunal consideró que la calificación del hecho le correspondía a la jurisdicción penal.
Con respecto a la calificación del acto terrorista como crimen de lesa humanidad, el Tribunal sostuvo que esto no es posible, toda vez que esa forma delictiva no figura dentro del Estatuto de Roma. Incluso, el mismo concepto de terrorismo a nivel internacional, no cuenta con consenso respecto de su definición, lo que genera problemas en lo que se refiere a su aplicación y la determinación de sus elementos constitutivos.   
Finalmente, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca consideró que la condición de menor de edad del demandante, para el momento de ocurrencia de los hechos, no constituía de suyo una excepción al presupuesto procesal de la caducidad. Sostener lo contrario sería restarle eficacia material al deber de protección del Estado, la sociedad y la familia, en la guarda y cuidado del interés superior del menor, así como a la figura jurídica de la patria potestad.   

En consecuencia, el Tribunal consideró necesario dar aplicación al artículo 143 del Código Contencioso Administrativo, rechazando la demanda por caducidad de la acción. 

3. El apoderado del actor presentó recurso de apelación contra la anterior providencia, por considerar que, según el Estatuto de Roma, son crímenes de lesa humanidad los cometidos como parte de una agresión o ataque contra la población civil, que responde a la política de un Estado o de una organización. El crimen del cual fue víctima el demandante constituye un crimen de lesa humanidad, y por tal motivo, sus acciones no caducan ni prescriben.  
Agregó, además, que el término de caducidad debe contarse desde que la víctima del daño cumplió la mayoría de edad, ya que en virtud del carácter preferente de los derechos de los niños, el juez debe hacer menos rigurosas las exigencias procesales. 
II. CONSIDERACIONES

La Sala tiene competencia funcional para conocer del asunto porque se trata de un auto interlocutorio, proferido en primera instancia por un tribunal de la jurisdicción contencioso administrativa (artículo 61 de la ley 1395 de 2010; y artículos 129 y 146A del Código Contencioso Administrativo). 

Procede la Sala al estudio de los conceptos jurídicos relevantes del caso, a saber, (i) el crimen de lesa humanidad y la característica de imprescriptibilidad y no caducidad de las acciones que de él se derivan, (ii) el delito de terrorismo, y (iii) la caducidad como presupuesto procesal. 

1.  Del crimen de lesa humanidad.

Los parámetros del derecho de los derechos humanos (DDHH), parten del supuesto de la imprescriptibilidad de las acciones que se relacionen con la persecución, sanción, y reparación, de los responsables y de las conductas atentatorias de los mismos. 

En efecto, el preámbulo del Pacto de San José de Costa Rica (Convención Americana de Derechos Humanos), reconoce la importancia y relevancia de los derechos humanos, al margen del Estado o Nación del que haga parte el ser humano, en los siguientes términos: 

“Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;                        

“Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 
“Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos…”
 (Destaca la Sala).  
Los crímenes de lesa humanidad, dada su particular naturaleza se entienden cometidos no sólo contra las víctimas directas, sino en contra de la humanidad entera. La definición más reciente de esta clase de conductas se encuentra en el Estatuto de Roma, aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal Internacional. Según el mencionado estatuto, los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, es deber de los estados adoptar medidas e intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia, y por sometimiento a la misma debe entenderse tanto la persecución penal como la reparación integral de las víctimas
. 
De acuerdo con el artículo 5 del Estatuto de Roma, que define los delitos de competencia de la Corte Penal Internacional, son cuatro las categorías delictivas atentatorias de los derechos humanos y que tienen mayor repulsión internacional. 

“Artículo 5. Crímenes de la competencia de la Corte 
1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes:

a) El crimen de genocidio;

b) Los crímenes de lesa humanidad;

c) Los crímenes de guerra;

d) El crimen de agresión.”
Asimismo, el artículo 7 de la precitada normativa, define los crímenes de lesa humanidad, en los siguientes términos: 
“Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad 
1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:

a) Asesinato;

b) Exterminio;

c) Esclavitud;

d) Deportación o traslado forzoso de población;

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional;

f) Tortura;

g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable;

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;

i) Desaparición forzada de personas;

j) El crimen de apartheid;

k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física”. (Destaca la Sala).
De la norma en cita se extraen los elementos constitutivos del crimen de lesa humanidad, el primer requisito es la característica de “generalizado” o “sistemático” del ataque, el segundo es que el ataque se dirija contra una población civil, y finalmente que se tenga conocimiento del mismo.  Las características del primer requisito hacen necesaria la existencia de una estrategia más amplia, extendida y sistemática, es decir, el delito debe formar parte de un flujo de ataques con un alto grado de planificación superior. De allí que no pueden ser considerados crímenes de lesa humanidad ataques aislados. El concepto de “generalizado” fue acogido por el Tribunal Penal Internacional para Yugoslavia, en la forma de “ataque extendido”, es decir, el “efecto acumulado de una serie de actos inhumanos”.

En igual sentido, el Tribunal Penal Internacional para Ruanda, en el caso Akayesu, precisó la noción de “generalizado” en los términos de “acción masiva, frecuente y en gran escala, llevado a cabo de modo colectivo, con considerable seriedad y dirigida contra una multiplicidad de víctimas”. El término “sistemático” también fue definido por el Tribunal como “cuidadosamente organizado y siguiendo un esquema regular, basado en una política común, que cuenta con recursos, públicos o privados, sustanciales.”

De otro lado, por ataque contra una población civil debe entenderse, de conformidad con el numeral 2 del artículo 7 precitado, “una línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer esos actos o para promover esa política.”

Advierte la Sala que la otra característica que se deduce de la norma es la de su carácter enunciativo, esto es, el listado de punibles no obedece a una clasificación taxativa, al ser posible que sean calificados como delitos de lesa humanidad otras conductas igualmente atentatorias de los bienes jurídicos más preciados de la humanidad, siempre que éstas sean cometidas como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento del mismo. El ordinal K del numeral 1 del artículo 7 es prueba del carácter no taxativo del listado de crímenes de lesa humanidad.
 
2. Del delito de terrorismo.

En lo que al terrorismo se refiere, no existe una definición consensual de este delito a nivel internacional, en ese sentido, existe una multiplicidad de respuestas tanto a nivel externo como dentro de los ordenamientos jurídicos nacionales sobre los conceptos de atentado terrorista, terrorismo, terroristas y actos de terrorismo. Sin embargo, la comunidad internacional ha reconocido la soberanía de cada Estado para dar su propia definición sobre el particular, así el Código Penal de Colombia lo califica como un delito que violenta el bien jurídico de la seguridad pública, y es del siguiente tenor: 

“Art. 187. - Terrorismo. Modificado Decreto 2266 de 1991, Art. 4. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose de medios capaces de causar estragos.”
De otro lado, la indefinición internacional no es, ni puede ser, una excusa valida para no combatirlo o para no buscar la reparación efectiva de sus víctimas. En la misma línea argumentativa se ha pronunciado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 

“La falta de una definición del terrorismo aceptada a escala internacional no significa que el terrorismo sea una forma de violencia indescriptible o que los Estados no estén sometidos a restricciones, en el marco del derecho internacional, en la configuración de sus respuestas a esa violencia. Al contrario, es posible enumerar varias características frecuentemente asociadas con los incidentes terroristas que ofrecen parámetros suficientes para que los Estados definan y evalúen sus obligaciones internacionales a la hora de responder a esa violencia. Esas características guardan relación con la naturaleza y la identidad de los terroristas y de las víctimas, los objetivos del terrorismo y los medios empleados para consumar los actos de violencia terrorista. La Comisión ha observado que el terrorismo puede ser perpetrado, a escala individual o colectiva, por una variedad de actores, incluyendo particulares o grupos, así como gobiernos, puede recurrir a distintos medios y grados de violencia, desde las meras amenazas concebidas para sembrar el pánico entre el público hasta las armas de destrucción masiva, y puede influir negativamente en una variedad de personas a quienes el derecho internacional acuerda protecciones particulares.”
 (Negrillas fuera de texto).
En ese orden de ideas, el terrorismo y los actos que lo generan resultan injustificables desde cualquier punto de vista, cualesquiera sean las consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas o de cualquier otra índole que se hagan valer para justificarlos. No obstante, advierte la Sala, que no todo acto de terrorismo puede ser considerado como un crimen de lesa humanidad, esta calificación requiere de una gravedad mayúscula del daño infringido, los medios utilizados y la escala en que es perpetrado, además que es imperativo reunir los elementos constitutivos de esa clase de crimen contra los derechos humanos. 
3. De la caducidad de la acción de reparación directa. 

La caducidad es la sanción que consagra la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el derecho que asiste a toda persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. 

Es decir, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de una determinada acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la organización jurisdiccional del poder público, a efectos de que el respectivo litigio o controversia sea definido con carácter definitivo por un juez de la república con competencia para ello. 

Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga
 a los asociados del conglomerado social para que, ante la materialización de un determinado hecho, actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de los derechos reconocidos sustancialmente por las disposiciones jurídicas que de dichos supuestos fácticos se desprenden, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración. 

Ahora bien, en relación con la caducidad de la acción de reparación directa, el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A. - modificado por el artículo 44 de la ley 446 de 1998- establece lo siguiente: 

“La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por acusa de trabajo público o por cualquier otra causa.”

En ese contexto, la Sala ha señalado, en reiteradas ocasiones
, que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe computarse a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa fuente o causa del perjuicio.  

Si bien, es posible que, en específicas ocasiones, el daño se prolongue en el tiempo, con posterioridad al momento de acaecimiento de los hechos dañosos que sirven de fundamento de la acción, lo cierto es que ello no puede significar que el término de caducidad se postergue de manera indefinida, por cuanto la norma no consagra ese supuesto. Es decir, la disposición no establece que el cómputo de la caducidad debe partir del momento en que el daño se concreta por completo, sino que por el contrario, determina que el mismo debe empezar a partir del día siguiente al hecho que le sirve de basamento a la pretensión, esto es, la fecha en que acaece el suceso o fenómeno que genera el daño, de no ser así se confundiría a aquél con las secuelas o efectos del mismo.

4. El caso en concreto. 

Definidas las anteriores categorías jurídicas, procede la Sala al análisis sometido a consideración por la parte actora, según el cual, el acto terrorista del 15 de abril de 1993 constituye un crimen de lesa humanidad y, por lo tanto, las normas de caducidad deben ser flexibilizadas por el operador judicial y que, de no concederse el primer supuesto, el precepto de caducidad debe ser interpretado de tal manera, que su computo se debe iniciar a partir del momento en que cumplió la mayoría de edad el demandante.  

Considera la Sala que el atentado terrorista del que fue víctima el actor no es un crimen de lesa humanidad, a pesar que se trató de un ataque contra la población civil, no se observan los demás requisitos ya señalados, toda vez que de los hechos de la demanda no se desprenden los elementos de generalización y sistematización del ataque. De la descripción hecha en la demanda se desprenden, sin lugar a dudas, la comisión de varios delitos, entre ellos el de terrorismo descrito en el Código Penal, sin embargo éstos no tienen la entidad ni los requisitos de un crimen de lesa humanidad, y por ello no es posible enervar la norma de caducidad por esta razón. 

Tampoco le asiste razón al demandante cuando sostiene que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe ser contabilizado a partir del momento en que adquirió la mayoría de edad, pues de los hechos de la demanda se concluye que el actor, no perdió a sus dos padres en el atentado del que fue víctima, es decir, el niño Andrés Felipe se encontraba bajo la representación legal  de sus dos padres. Así las cosas, la patria potestad es el conjunto de derechos que el ordenamiento jurídico reconoce a los padres sobre los hijos no emancipados, esos derechos tienen la finalidad de hacer viable el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone. Como atribución de la patria potestad está la representación legal del hijo de familia, que se proyecta especialmente en la representación judicial y corresponde a cualquiera de los dos padres. En suma, es obligación de los padres la interposición de acciones judiciales cuando éstas persigan el restablecimiento de los derechos del menor. En el caso concreto, los señores César Pinto y Adriana Palomino, quienes son los padres del actor, podían hacer ejercicio de la acción de reparación directa en representación de su hijo, dentro del término de caducidad de ésta, en consecuencia, su actitud pasiva frente a los daños sufridos como consecuencia del carro bomba, devino en la caducidad de la acción. 
En efecto, se insiste en que el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo y la reiterada jurisprudencia de la Corporación, han dispuesto que la caducidad de la acción de reparación directa, comienza a computarse a partir de la ocurrencia de los hechos que causaron el daño y vence luego de transcurridos los dos años concedidos para tal efecto. En el presente caso el hecho ocurrió el 15 de abril de 1993 y la demanda fue presentada el 27 de agosto de 2010, por lo que el término aludido se encuentra vencido. 
Por lo anterior, considera la Sala, que le asistió la razón al a quo al declarar la caducidad de la acción, por lo que se confirmará el proveído impugnado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 

RESUELVE: 

Primero. Confírmase el auto proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el 21 de octubre de 2010, que rechazó la demanda por caducidad de la acción.

Segundo. Por Secretaría, devuélvase el expediente Tribunal de origen para lo de su cargo. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase 
         ENRIQUE GIL BOTERO                   OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ                    

                 Presidente

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 15 de agosto de 2007, exp. AG 2002-0004. 
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